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SUMARIO: 

IS. Gestión. Obligaciones formales. No obligación de presentar la declaración por el IS. Junta de 

compensación fiduciaria. La Junta de Compensación actúa como fiduciaria de los propietarios, sin 

transmisión de los terrenos, actuando en nombre propio y por cuenta de sus miembros. Es una Entidad 

Urbanística Colaboradora con personalidad jurídica propia y, conforme al art. 7.1.a) LIS, contribuyente del 

IS. Si carece de ánimo de lucro, le resulta aplicable el régimen de entidades parcialmente exentas del art. 

9.3 LIS (V2623-23). La base imponible se determina en estimación directa, partiendo del resultado contable 

y aplicando las correcciones de la LIS (art. 10.3). Conforme al art. 110 LIS, están exentas determinadas 

rentas vinculadas a su objeto o finalidad específica y determinadas transmisiones con reinversión; no lo 

están, entre otras, las rentas de actividades económicas, del patrimonio y de transmisiones no 

comprendidas en la exención. Aunque los contribuyentes del art. 9.3 deben declarar, la Junta sin ánimo de 

lucro no está obligada a presentar declaración si concurren conjuntamente los tres requisitos del art. 124.3 

LIS: que los ingresos totales no superen 75.000 euros anuales; que los ingresos correspondientes a rentas 

no exentas no superen 2.000 euros anuales; y que todas las rentas no exentas obtenidas estén sometidas 

a retención. 

IVA. Repercusión. Inversión del sujeto pasivo. Junta de Compensación fiduciaria. La Junta fiduciaria 

realiza la urbanización en nombre propio y por cuenta de sus miembros, por lo que tiene la condición de 

empresario o profesional (arts. 5.Uno.a) y 5.Dos LIVA). Los propietarios, que conservan la titularidad de los 

terrenos, tienen asimismo dicha condición cuando promueven su urbanización (art. 5.Uno.d). Los servicios 

de urbanización de la Junta a sus miembros están sujetos y no exentos de IVA, debiendo repercutirse 

mediante derramas, incluso cuando estas incluyan gastos satisfechos a terceros no sujetos al impuesto 

(V0258-06). Los propietarios adquieren la condición de empresarios o profesionales desde que soportan 

derramas de urbanización si existe intención de afectar los terrenos resultantes a una actividad empresarial 

o profesional. En las ejecuciones de obra de urbanización procede la inversión del sujeto pasivo del art. 

84.Uno.2.º.f) LIVA cuando el destinatario sea empresario o profesional y concurran los restantes requisitos 

legales; debe comunicar fehacientemente su condición y la vinculación de la operación con el proceso 

urbanístico (art. 24 quater RIVA). La inversión se determina atendiendo a la obra en su conjunto (V2583-

12). La Junta tiene la consideración de contratista principal de las obras que ejecuta en nombre propio y 

por cuenta de los juntacompensantes, por lo que se aplica la inversión del sujeto pasivo a las obras 

realizadas a su favor y a las derramas correspondientes facturadas a miembros empresarios o profesionales 

(V4644-16). Esta vinculación alcanza también a gastos de fases previas necesarios para la urbanización, 

aunque el terreno aún no se encuentre formalmente «en curso de urbanización» (V2173-17). 

 

              Descripción sucinta de los hechos:  

La entidad consultante es una junta de compensación fiduciaria que repercute a los propietarios del suelo 
objeto de ejecución urbanística los gastos en los que incurre repercutiendo el IVA de dichos gastos. Dentro 
de los costes figura el gasto del personal contratado por la junta de compensación mediante contrato laboral. 

 

Cuestión planteada:  

1. Si existe obligación de presentar Impuesto sobre Sociedades si bien la entidad únicamente tiene los 
gastos que imputa a los propietarios por lo que les emite las correspondientes facturas. 

2. Si se debe repercutir el IVA a los propietarios por la imputación de los gastos de personal habida cuenta 
que la junta de compensación no soporta IVA por dichos gastos. 

 

Contestación:  

IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES 
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El Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, de 9 de abril de 1976 
(declarada expresamente vigente por la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997 de 20 de marzo) 
establece que los sistemas de actuación para la ejecución del planeamiento urbanístico son tres: 
compensación, cooperación y expropiación. 

El artículo ciento veintinueve del Texto Refundido señala que: “la incorporación de los propietarios a la Junta 
de Compensación no presupone, salvo que los Estatutos dispusieran otra cosa, la transmisión a la misma 
de los inmuebles afectados a los resultados de la gestión común”. Sobre la base de este precepto, se 
distinguen dos tipos de juntas de compensación: 

a) Con carácter general, aquellas en que la junta actúa en sustitución de los propietarios o, como establece 
el citado artículo ciento veintinueve dos, “actúan como fiduciarias con pleno poder dispositivo sobre las 
fincas pertenecientes a los propietarios miembros de aquéllas, sin más limitaciones que las establecidas en 
los Estatutos”. 

b) Cuando se establezca expresamente en los Estatutos, resulta posible que los propietarios de los terrenos 
transmitan la propiedad de los mismos a la junta, recibiendo una cuota de participación en los derechos de 
adjudicación. Tras las obras de urbanización, los propietarios reciben la plena propiedad de las parcelas 
resultantes, proporcionalmente a sus cuotas participativas. 

La diferenciación entre ambas resulta determinante a efectos tributarios, en cuanto a las rentas que puedan 
generarse, desprendiéndose del escrito de consulta que nos encontramos ante el supuesto de la letra a) 
anterior. 

Asimismo, la junta de compensación es una Entidad Urbanística Colaboradora de constitución voluntaria, 
que tiene naturaleza administrativa, personalidad jurídica propia y plena capacidad jurídica desde su 
inscripción en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, tal y como señalan los artículos 24 y 
siguientes del Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión 
Urbanística para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana. 

Por lo tanto, y de conformidad con lo dispuesto en la letra a) del apartado 1 del artículo 7 de la Ley 27/2014, 
de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante LIS), la junta de compensación es 
contribuyente del Impuesto sobre Sociedades al que, en cuanto no tenga ánimo de lucro, le será aplicable 
el régimen de entidades parcialmente exentas, regulado en el capítulo XIV del título VII del citado texto 
legal, de acuerdo con el apartado 3 del artículo 9 de la LIS (Ver entre otras, la consulta vinculante V2623-
23, de 28 de septiembre). 

El apartado 3 del artículo 10 de la LIS establece que “en el régimen de estimación directa la base imponible 
se calculará corrigiendo, mediante la aplicación de los preceptos establecidos en dicha Ley, el resultado 
contable determinado de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes 
relativas a dicha determinación y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas”. 

La aplicación del mencionado régimen especial supone que, tal y como establece el artículo 110 de la LIS, 
estarán exentas del Impuesto sobre Sociedades las siguientes rentas: 

“1. Estarán exentas las siguientes rentas obtenidas por las entidades que se citan en el artículo anterior: 

a) Las que procedan de la realización de actividades que constituyan su objeto o finalidad específica, 
siempre que no tengan la consideración de actividades económicas. En particular, estarán exentas las 
cuotas satisfechas por los asociados, colaboradores o benefactores, siempre que no se correspondan con 
el derecho a percibir una prestación derivada de una actividad económica. 

A efectos de la aplicación de este régimen al Organismo Público Puertos del Estado se considerará que no 
proceden de la realización de actividades económicas los ingresos procedentes de la actividad de 
coordinación y control de eficiencia del sistema portuario. 

b) Las derivadas de adquisiciones y de transmisiones a título lucrativo, siempre que unas y otras se 
obtengan o realicen en cumplimiento de su objeto o finalidad específica. 

c) Las que se pongan de manifiesto en la transmisión onerosa de bienes afectos a la realización del objeto 
o finalidad específica cuando el total producto obtenido se destine a nuevas inversiones en elementos del 
inmovilizado relacionadas con dicho objeto o finalidad específica. 

Las nuevas inversiones deberán realizarse dentro del plazo comprendido entre el año anterior a la fecha de 
la entrega o puesta a disposición del elemento patrimonial y los 3 años posteriores y mantenerse en el 
patrimonio de la entidad durante 7 años, excepto que su vida útil conforme al método de amortización, de 
los admitidos en el artículo 12.1 de esta Ley, que se aplique fuere inferior. 

En caso de no realizarse la inversión dentro del plazo señalado, la parte de cuota íntegra correspondiente 
a la renta obtenida se ingresará, además de los intereses de demora, conjuntamente con la cuota 
correspondiente al período impositivo en que venció aquel. 
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La transmisión de dichos elementos antes del término del mencionado plazo determinará la integración en 
la base imponible de la parte de renta no gravada, salvo que el importe obtenido sea objeto de una nueva 
reinversión. 

2. La exención a que se refiere el apartado anterior no alcanzará a los rendimientos de actividades 
económicas, ni a las rentas derivadas del patrimonio, ni a las rentas obtenidas en transmisiones, distintas 
de las señaladas en él.” 

Asimismo, el artículo 124 de la LIS dispone: 

“1. Los contribuyentes estarán obligados a presentar una declaración por este Impuesto en el lugar y la 
forma que se determinen por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 

La declaración se presentará en el plazo de los 25 días naturales siguientes a los 6 meses posteriores a la 
conclusión del período impositivo. 

Si al inicio del indicado plazo no se hubiera determinado por el Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas la forma de presentar la declaración de ese período impositivo, la declaración se presentará dentro 
de los 25 días naturales siguientes a la fecha de entrada en vigor de la norma que determine dicha forma 
de presentación. No obstante, en tal supuesto el contribuyente podrá optar por presentar la declaración en 
el plazo al que se refiere el párrafo anterior cumpliendo los requisitos formales que se hubieran establecido 
para la declaración del período impositivo precedente. 

2. Los contribuyentes exentos a que se refiere el apartado 1 del artículo 9 de esta Ley no estarán obligados 
a declarar. 

3. Los contribuyentes a que se refieren los apartados 2, 3 y 4 del artículo 9 de esta Ley estarán obligados 
a declarar la totalidad de sus rentas, exentas y no exentas. 

No obstante, los contribuyentes a que se refiere el apartado 3 del artículo 9 de esta Ley no tendrán 
obligación de presentar declaración cuando cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que sus ingresos totales no superen 75.000 euros anuales. 

b) Que los ingresos correspondientes a rentas no exentas no superen 2.000 euros anuales. 

c) Que todas las rentas no exentas que obtengan estén sometidas a retención.” 

De conformidad con lo anterior, en la medida en que la consultante carezca de ánimo de lucro, no tendrá la 
obligación de presentar declaración cuando se cumplan los requisitos mencionados en el artículo 124, 
apartado 3 de la LIS, anteriormente reproducido. 

IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO 

De acuerdo con el artículo 4, apartado Uno, de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, “estarán sujetas al Impuesto las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas 
en el ámbito espacial del Impuesto por empresarios o profesionales a título oneroso, con carácter habitual 
u ocasional, en el desarrollo de su actividad empresarial o profesional, incluso si se efectúan en favor de 
los propios socios, asociados, miembros o partícipes de las entidades que las realicen.”. 

A tales efectos, el artículo 5.Uno, letras a) y d) de la Ley 37/1992, dispone que a los efectos de lo dispuesto 
en dicha Ley, se reputarán empresarios o profesionales, entre otros, a: 

“a) las personas o entidades que realicen las actividades empresariales o profesionales definidas en el 
apartado siguiente de este artículo. 

No obstante, no tendrán la consideración de empresarios o profesionales quienes realicen exclusivamente 
entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito, sin perjuicio de lo establecido en la letra 
siguiente. 

(…) 

d) Quienes efectúen la urbanización de terrenos o la promoción, construcción o rehabilitación de 
edificaciones destinadas, en todos los casos, a su venta, adjudicación o cesión por cualquier título, aunque 
sea ocasionalmente. 

(…).”. 

En este sentido, el apartado dos del mismo artículo 5 de la Ley 37/1992 define las actividades empresariales 
o profesionales como “las que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción 
materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de 
bienes o servicios. 

En particular, tienen esta consideración las actividades extractivas, de fabricación, comercio y prestación 
de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, 
mineras y el ejercicio de profesiones liberales y artísticas.”. 
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De acuerdo con la doctrina de la Dirección General de Tributos, cuando la junta de compensación actúa 
como fiduciaria de sus miembros implica la realización de las obras de urbanización por ésta en nombre 
propio, pero por cuenta de sus miembros. 

La junta, en la medida en que ordena factores de producción materiales o humanos, adquiere la condición 
de empresario o profesional conforme al concepto general que se ha expuesto regulado en el artículo 5, 
apartado uno, letra a), en relación con el mismo artículo 5, apartado dos de la Ley 37/1992, mientras que 
los juntacompensantes, en cuanto que permanecen como titulares de los terrenos en todo momento, son 
quienes promueven la urbanización de los mismos al recibir estos servicios de la junta de compensación y 
se convierten en empresarios a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido en su calidad de urbanizadores 
de terrenos, conforme al citado artículo 5, apartado uno, letra d) anteriormente citado, si no tuvieran ya esta 
condición previamente. 

Por tanto, la junta de compensación a que se refiere el escrito de consulta, encargada de la gestión del 
proceso urbanístico, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 37/1992, tiene la consideración de 
empresario o profesional estando las operaciones que realice, en principio, sujetas al Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

Consecuentemente, los servicios que realiza la junta de compensación en nombre propio, pero por cuenta 
de sus miembros, en ejecución de los fines asignados, tienen la calificación de prestaciones de servicios 
sujetas y no exentas del Impuesto, siendo destinatarios de las mismas los propios juntacompensantes, a 
quienes la junta habrá de repercutir el impuesto devengado por los gastos de urbanización a la vez que las 
correspondientes derramas. 

A estos efectos, carece de relevancia que la naturaleza de los gastos en que ha incurrido la consultante y 
que motivan las correspondientes derramas, traigan causa del abono a terceros de cantidades que no 
constituyan contraprestación de operaciones sujetas al Impuesto, tal y como ha manifestado este Centro 
directivo en su consulta V0258-06, de 13 de febrero de 2006, en relación con el abono a terceros de 
indemnizaciones, aun cuando estas no constituyan contraprestación de operaciones sujetas al Impuesto. 
Por tanto, la consultante deberá repercutir el Impuesto sobre el Valor Añadido con ocasión del cobro de las 
derramas que, para el reparto de costes de urbanización, impute a cada uno de los juntacompensantes que 
constituyen la contraprestación de sus servicios de urbanización. 

Finalmente, tal y como se ha señalado, los propietarios de los terrenos que no tuvieran previamente la 
condición de empresario o profesional a efectos del Impuesto, adquirirán tal condición desde el momento 
en que comiencen a serles imputados los correspondientes costes de urbanización en forma de derramas, 
siempre que abonaran las mismas con la intención de afectar los terrenos resultantes de la reparcelación a 
una actividad empresarial o profesional. 

No obstante, si no existe esa intención de venta, cesión o adjudicación posterior por cualquier título de los 
terrenos que se urbanizan, no se adquirirá en relación con los mismos la condición de empresario o 
profesional a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido a quienes no la ostentaran con anterioridad. 

Por otra parte, con respecto al sujeto pasivo de las ejecuciones de obra inmobiliaria, se debe tener en 
consideración lo establecido por el artículo 84 de la Ley 37/1992 que dispone lo siguiente: 

“Uno. Serán sujetos pasivos del Impuesto: 

1º. Las personas físicas o jurídicas que tengan la condición de empresarios o profesionales y realicen las 
entregas de bienes o presten los servicios sujetos al Impuesto, salvo lo dispuesto en los números siguientes. 

2º. Los empresarios o profesionales para quienes se realicen las operaciones sujetas al Impuesto en los 
supuestos que se indican a continuación: 

(…) 

f) Cuando se trate de ejecuciones de obra, con o sin aportación de materiales, así como las cesiones de 
personal para su realización, consecuencia de contratos directamente formalizados entre el promotor y el 
contratista que tengan por objeto la urbanización de terrenos o la construcción o rehabilitación de 
edificaciones. 

Lo establecido en el párrafo anterior será también de aplicación cuando los destinatarios de las operaciones 
sean a su vez el contratista principal u otros subcontratistas en las condiciones señaladas. 

(…).”. 

De acuerdo con lo anterior, resultará de aplicación el mecanismo conocido como inversión del sujeto pasivo, 
cuando se reúnan los siguientes requisitos: 

a) El destinatario de las operaciones sujetas al Impuesto debe actuar con la condición de empresario o 
profesional. 

b) Las operaciones realizadas deben tener por objeto la urbanización de terrenos o la construcción o 
rehabilitación de edificaciones. 
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c) Las operaciones realizadas deben tener la naturaleza jurídica de ejecuciones de obra, con o sin 
aportación de materiales, incluida la cesión de personal necesario para su realización. 

d) Tales operaciones deben ser consecuencia de contratos directamente formalizados entre el promotor y 
el o los contratistas principales, si bien, la inversión del sujeto pasivo también se producirá, en los casos de 
ejecuciones de obra y cesiones de personal efectuadas para el contratista principal u otros subcontratistas, 
cuando las mismas sean consecuencia o traigan causa en un contrato principal, que tenga por objeto la 
urbanización de terrenos o la construcción o rehabilitación de edificaciones. 

La expresión "directamente formalizados" debe considerarse equivalente a "directamente concertados" 
entre el promotor y el contratista, cualquiera que sea la forma oral o escrita de los contratos celebrados. 

Por otro lado, el artículo 24 quater, apartados 3, 4, 6, 7 y 8 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, establece lo siguiente: 

“3. Los destinatarios de las operaciones a que se refiere el artículo 84, apartado uno, número 2.º, letra f), 
párrafo primero, de la Ley del Impuesto, deberán, en su caso, comunicar expresa y fehacientemente al 
contratista o contratistas principales con los que contraten, las siguientes circunstancias: 

a) Que están actuando, con respecto a dichas operaciones, en su condición de empresarios o profesionales. 

b) Que tales operaciones se realizan en el marco de un proceso de urbanización de terrenos o de 
construcción o rehabilitación de edificaciones. 

4. Los destinatarios de las operaciones a que se refiere el artículo 84, apartado uno, número 2.º, letra f), 
párrafo segundo, de la Ley del Impuesto, deberán, en su caso, comunicar expresa y fehacientemente a los 
subcontratistas con los que contraten, la circunstancia referida en la letra b) del apartado anterior de este 
artículo. 

(…) 

6. Las comunicaciones a que se refieren los apartados anteriores deberán efectuarse con carácter previo o 
simultáneo a la adquisición de los bienes o servicios en que consistan las referidas operaciones. 

7. Los destinatarios de las operaciones a que se refieren los apartados anteriores podrán acreditar bajo su 
responsabilidad, mediante una declaración escrita firmada por los mismos dirigida al empresario o 
profesional que realice la entrega o preste el servicio, que concurren, en cada caso y según proceda, las 
siguientes circunstancias: 

a) Que están actuando, con respecto a dichas operaciones, en su condición de empresarios o profesionales. 

b) Que tienen derecho a la deducción total o parcial del Impuesto soportado por las adquisiciones de los 
correspondientes bienes inmuebles. 

c) Que las operaciones se realizan en el marco de un proceso de urbanización de terrenos o de construcción 
o rehabilitación de edificaciones. 

8. De mediar las circunstancias previstas en el apartado uno del artículo 87 de la Ley del Impuesto, los 
citados destinatarios responderán solidariamente de la deuda tributaria correspondiente, sin perjuicio, 
asimismo, de la aplicación de lo dispuesto en los números 2.º, 6.º y 7.º del apartado dos del artículo 170 de 
la misma Ley.”. 

Cabe señalar que, con fecha 27 de diciembre de 2012, ha tenido lugar contestación vinculante a consulta 
con número de referencia V2583-12, planteada en relación con el tratamiento en el Impuesto sobre el Valor 
Añadido derivado de la aplicación de la letra f) del artículo 84.Uno.2º de la Ley 37/1992, en la que se 
desarrollan las condiciones y los criterios interpretativos que dan lugar a la aplicación del referido 
mecanismo de inversión del sujeto pasivo, por lo que se remite a la misma. 

De acuerdo con lo recogido en la consulta referida, y, en particular, en lo que se refiere a algunos de los 
requisitos necesarios para que opere la regla de inversión del sujeto pasivo, debe tenerse en cuenta que 
dicha regla se aplica, en primer lugar, cuando la obra en su conjunto haya sido calificada como de 
construcción o rehabilitación de edificaciones o como de urbanización de terrenos. 

En segundo lugar, la inversión precisa que el contrato o subcontrato, total o parcial, que se deriva de la obra 
en su conjunto tenga la consideración de ejecución de obras y, finalmente, que el destinatario actúe en su 
condición de empresario o profesional. 

Conviene señalar que, en el caso de que existan varios contratistas principales, lo relevante a estos efectos 
es que la ejecución de obra llevada a cabo en su conjunto por todos ellos se realice en el marco de un 
proceso de urbanización de terrenos o de construcción o rehabilitación de edificaciones, sin que haya que 
atender a que cada una de las ejecuciones de obra llevadas a cabo por cada uno de los contratistas sean 
aisladamente consideradas como de urbanización, construcción o rehabilitación. 

En concreto, la inversión precisa que el contrato o subcontrato, total o parcial, que se deriva de la obra de 
urbanización, construcción o rehabilitación tenga la consideración de ejecución de obras. 



www.fiscal-impuestos.com 

 

De acuerdo con lo anterior, tal y como ha manifestado este Centro directivo, entre otras, en la contestación 
vinculante de 3 de noviembre de 2016, número V4644-16, “la Junta de Compensación recibirá unos 
servicios de urbanización que, a su vez, prestará a sus miembros, titulares en todo momento de los terrenos 
a urbanizar. Por tanto, la Junta de Compensación tendrá la consideración de contratista principal de las 
obras de urbanización que realiza en nombre propio, pero por cuenta de los promotores que serán los 
juntacompensantes.”. 

De conformidad con lo anterior, a las ejecuciones de obras efectuadas a favor de la consultante en el marco 
de un proceso de urbanización de terrenos les resultará de aplicación el mecanismo de inversión del sujeto 
pasivo previsto en el artículo 84.Uno.2º.f) de la Ley 37/1992. 

Asimismo, también resultará de aplicación el mecanismo de inversión del sujeto pasivo previsto en el 
artículo 84.Uno.2º.f) a las derramas que la consultante expida a los juntacompensantes que tengan la 
condición de empresarios o profesionales en los términos señalados en los apartados anteriores de esta 
contestación, en la medida en que se trate de derramas correspondientes a las ejecuciones de las obras 
de urbanización de terrenos objeto de consulta. 

A estos efectos, tal y como ha manifestado este Centro directivo reiteradamente, entre otras, en la 
contestación vinculante de 22 de agosto de 2017, número V2173-17, es importante señalar que puede 
presumirse que la totalidad de las referidas derramas van a derivarse de la actuación de urbanización de 
terrenos que le ha sido encomendada, incluso en los supuestos de las derramas que se correspondan con 
la imputación de gastos derivados de los estados previos que son necesarios para llevar a cabo las labores 
de urbanización, aunque en términos estrictos el terreno no pueda considerarse todavía “en curso de 
urbanización" al tratarse de estudios o de trámites administrativos, o de otra naturaleza, que no suponen 
todavía la ejecución material, propiamente dicha, de las obras de urbanización. 

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 89 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

 

El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por la Base de 

datos de consultas tributarias de la Dirección General de Tributos. 

Fuente: Sitio web del Ministerio de Hacienda 


